TEMA:



INCIDENTE DE DESACATO / AUXILIO MONETARIO POR INCAPACIDADES / NULIDAD POR INDEBIDA NOTIFICACIÓN de quien debe cumplir la orden/ “En este caso, no hay evidencia de que la persona que efectivamente resultó sancionada, el Dr. José Alejandro Sampedro, hubiese recibido las comunicaciones que se remitieron al Gerente de Cafesalud EPS Regional Eje Cafetero o a su representante legal, sin individualizar siquiera al respectivo funcionario, cuyo nombre es desconocido para el juzgado, como puede deducirse del hecho de que haya decretado una prueba para establecerlo.

(…)

Por lo tanto, como en este caso la persona que resultó sancionada no fue debidamente notificada de las providencias dictadas en el curso del incidente, la actuación resulta afectada de nulidad, la que será declarada desde la notificación del auto proferido el 29 de enero de este año.

Para rehacerla, deberá el juzgado individualizar al funcionario que debe cumplir la orden impuesta en la sentencia de tutela y velar porque las notificaciones de las providencias que dicte, se realicen en forma debida a quienes puedan resultar afectados con las sanciones que autoriza la ley, entre ellas una privativa de la libertad personal, en forma tal que se les garantice el derecho de defensa.”

----------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------------
TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

SALA UNITARIA CIVIL - FAMILIA

Magistrada Sustanciadora: Claudia María Arcila Ríos

Pereira, septiembre veintinueve (29) de dos mil dieciséis (2016)
Expediente No. 66001-31-10-002-2012-00414-01
Sería del caso decidir la consulta del auto proferido por el Juzgado Segundo de Familia de Pereira, el 6 del mes corre, por medio del cual sancionó al Dr. José Alejandro Sampedro, en su calidad de representante legal de la EPS-S Cafesalud Regional Eje Cafetero, con dos días de arresto y multa equivalente a un salario mínimo mensual vigente, por haber incumplido un fallo de tutela, pero se ha configurado una causal de nulidad que es del caso declarar.

A N T E C E D E N T E S 

Mediante sentencia del 19 de julio de 2012, el referido juzgado concedió el amparo solicitado por la señora Nixdalia Benjumea Benjumea, quien actúa como agente oficiosa del señor Luis Eduardo Guerra Muñoz, y ordenó al representante legal de la EPS Saludcoop, en el término de cuarenta y ocho horas, realizar las gestiones administrativas para cancelar al demandante el auxilio monetario a que tiene derecho con motivo de las incapacidades que se le han otorgado con posterioridad al 15 de junio de 2012, hasta cuando se determine el origen de la contingencia.  
El demandante informó, mediante escrito presentado el 23 de noviembre de 2015, que la entidad demandada se niega a cancelarle el valor de la incapacidad que se generó entre el 7 de ese mes y el 6 de diciembre de ese año; el juzgado lo requirió para que aportara prueba de esa incapacidad, cumplido lo cual, por auto del 29 de enero de 2016, dispuso comunicar el contenido de la sentencia al representante legal de Cafesalud EPS Regional Eje Cafetero, con fundamento en que la Superintendencia Nacional de Salud ordenó la toma de posesión inmediata de bienes, haberes y negocios y la intervención forzosa administrativa de Saludcoop, pasando sus usuarios a la EPS Cafesalud. Con tal fin se envió oficio al representante legal de esa entidad, Regional Eje Cafetero.

Luego ordenó requerir al Gerente Nacional de Cafesalud EPS para que hiciera cumplir el fallo y rindiera informe del trámite respectivo. No hubo pronunciamiento.

Por auto del 28 de marzo abrió incidente por desacato “en contra del funcionario encargado de cumplir con la orden dada en el fallo” y el oficio para notificarle tal providencia se remitió al Gerente Regional de Cafesalud EPS – Eje Cafetero. Tampoco en esta oportunidad se produjo pronunciamiento alguno.

Se decretaron entonces pruebas de oficio, entre ellas, requerir a la Oficina de Talento Humano de Cafesalud EPS en el Eje Cafetero, para que informara quién ejerce el cargo de Gerente Regional. 
No se obtuvo respuesta, pero se incorporó al proceso el oficio que remitió a los presidentes de Salas Administrativas de los Consejos Seccionales de la Judicatura del país, el Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, en el que  da cuenta del oficio que le remitió la señora María Mónica Posso López, informando sobre la imposibilidad para cumplir órdenes de tutela como Gerente Regional Cafesalud EPS, toda vez que se separó del caro y solicita se vincule al Dr. Juan Alejandro Sampedro, quien actualmente cumple tal función.
Así, se dictó el auto objeto de la consulta.
C O N S I D E R A C I O N E S

El artículo 16 del Decreto 2591 de 1991 dice que las providencias que se dicten en el trámite de la tutela se notificarán a las partes  por el medio que el juez considere más expedito y eficaz, regla que reitera el artículo 5º del Decreto 306 de 1992 que además dice en su inciso final: “El juez velará porque de acuerdo con las circunstancias, el medio y la oportunidad de la notificación aseguren la eficacia de la misma y la posibilidad de ejercer el derecho de defensa”.

En este caso, no hay evidencia de que la persona que efectivamente resultó sancionada, el Dr. José Alejandro Sampedro, hubiese recibido las comunicaciones que se remitieron al Gerente de Cafesalud EPS Regional Eje Cafetero o a su representante legal, sin individualizar siquiera al respectivo funcionario, cuyo nombre es desconocido para el juzgado, como puede deducirse del hecho de que haya decretado una prueba para establecerlo.

También, del que hubiese sancionado al citado señor en calidad de Gerente de la EPS Cafesalud, Regional Eje Cafetero, con fundamento en el oficio que remitió el Presidente de la Sala Administrativa del Consejo Superior de la Judicatura, al que atrás se hizo alusión, cuando es el Gerente de esa entidad, pero en la Regional Córdoba; así se dice en el encabezado de ese oficio, bajo el título “ASUNTO”.
El Decreto 306 de 1992 atrás citado, dice en el artículo 4º que para la interpretación de las disposiciones sobre el trámite de la acción de tutela previstas en el Decreto 2591 de 1991, se aplicarán los principios generales del Código de Procedimiento Civil, en la actualidad el Código General del Proceso, en todo aquello que no le sea contrario.

La indebida notificación al funcionario al que se le impuso la pena,  permitió que se configurara la nulidad prevista en el numeral 8º del artículo 133 del Código General del Proceso, según el cual el proceso es nulo, en todo o en parte, “Cuando no se practica en legal forma la notificación del auto admisorio de la demanda a personas determinadas…” y esa norma es aplicable a este trámite de acuerdo con la norma  arriba citada. 

El acto de notificación constituye un elemento del derecho fundamental al debido proceso, consagrado en el artículo 29 de la Constitución Política, toda vez que es ese el medio para garantizar el ejercicio de los derechos de defensa y contradicción.
Por lo tanto, como en este caso la persona que resultó sancionada no fue debidamente notificada de las providencias dictadas en el curso del incidente, la actuación resulta afectada de nulidad, la que será declarada desde la notificación del auto proferido el 29 de enero de este año.
Para rehacerla, deberá el juzgado individualizar al funcionario que debe cumplir la orden impuesta en la sentencia de tutela y velar porque las notificaciones de las providencias que dicte, se realicen en forma debida a quienes puedan resultar afectados con las sanciones que autoriza la ley, entre ellas una privativa de la libertad personal, en forma tal que se les garantice el derecho de defensa.
En mérito de lo expuesto, esta Sala Unitaria Civil Familia del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, 

R E S U E L V E 

PRIMERO: Declarar la nulidad de lo actuado en este incidente por desacato, con posterioridad al auto del 29 de enero de 2016. 

SEGUNDO: Ordenar al  funcionario de primera instancia, rehacer la actuación afectada, en los términos indicados en la parte motiva de esta providencia.

Notifíquese, 
La Magistrada,

CLAUDIA MARÍA ARCILA RÍOS
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